Utopía

¡A los cuarteles!

Eduardo Ibarra Aguirre

Como una consecuencia directa del uso y abuso del Ejército como fuerza policiaca por el poder civil, encabezado por Felipe de Jesús Calderón Hinojosa, y sin mediar la declaratoria legal de suspensión de garantías individuales, políticamente harto costosa pero ineludible constitucionalmente, la inerme ciudadanía aparece como la víctima principal de los operativos México Seguro, ordenados por el comandante supremo de las fuerzas armadas y acatados disciplinadamente por el divisionario Guillermo Galván Galván y el almirante Mariano Francisco Saynez Mendoza.
Una revisión demasiado parcial de los costos iniciales en materia de derechos civiles, arrojó para el presidente de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, José Luis Soberanes Fernández, 52 quejas sólo en Nocupétaro, Carácuaro, Huetamo y Apatzingán, Michoacán.

El desglose estremece: cinco mujeres violadas, cuatro de ellas son menores de edad y en un caso está “científicamente” probado el abuso sexual. Las jóvenes denunciaron que los soldados les dieron a oler una sustancia “que les produjo un profundo sueño, y no saben cuántos días las tuvieron con la cara cubierta y las golpearon. Las amenazaron con tomar represalias contra sus familias si se quejaban”.

El informe preliminar da cuenta que “10 personas presentan heridas que tardan en sanar menos de 15 días, y en dos casos los agraviados presentan lesiones que hacen presumir que fueron víctimas de tortura”. Además de ocho detenciones arbitrarias y tres allanamientos de morada.

Los hechos son del dominio público. Me detengo en ellos porque resultan una pálida muestra de la conducta castrense como fuerza de ocupación en sólo cuatro municipios michoacanos, de los cientos pertenecientes a la decena de estados de la República en que para combatir el narcotráfico y el crimen organizado se agravia sistémicamente a la ciudadanía en sus derechos más elementales.

Con ello, el Ejército y la Policía Federal Preventiva, también militares pero con uniforme gris, se aíslan de la población y se alejan del imprescindible apoyo social para obtener los resultados que mediáticamente se proclaman “Para que nuestros hijos vivan mejor”.

La conducta atrabiliaria de las fuerzas armadas no contiene ninguna novedad, salvo que ahora sí la documenta la CNDH, que ya es imposible ocultarla y que los agraviados se sobreponen al pavor. Porque el Ejército es temido, no respetado, como asegura el mito de las encuestas.

Recuerdo que en 1966, en el norte de Tamaulipas la tropa era utilizada ordinariamente para encarcelar a dirigentes campesinos y desalentar el reclamo por mejores precios de garantía para el sorgo y la disminución de las cuotas de riego. De allá viene, y más atrás aún, el fatídico uso policiaco de la tropa ante la incapacidad de los gobernantes --entonces priístas-- para hacer frente al reclamo rural, estudiantil y sindical.

Para fortuna de la República y de la Constitución que en teoría rige las relaciones entre gobernantes y gobernados, empieza a emerger un clamor: ¡Qué el Ejército vuelva a los cuarteles!

Mientras permanezca en las calles cumpliendo funciones ajenas a la defensa de la soberanía nacional y el auxilio a la población en casos de desastres, los hombres y mujeres más comunes que corrientes padecerán la conculcación de garantías porque las fuerzas armadas están educadas y formadas para combatir enemigos, no para tratar con adversarios. Encarnan el monopolio de la violencia por el Estado.

Salvo que el gran objetivo sea otro, digamos la edificación de un Estado policiaco-militar, como advierten con mayor frecuencia diversos estudiosos de México y del extranjero.

Acuse de recibo

Aquí sólo disponemos de mil 152 caracteres con espacios en blanco incluidos. Resumo textualmente, por ello, la opinión de Raúl Domínguez Domínguez: “Tras felicitarte por la excelente columna número 400 con la Utopía sobre la guerra calderónica, te ruego permitas la precisión siguiente: Siendo aparentemente legal la violencia presidencial contra la narcopolítica en mi natal Guerrero y otras entidades, en rigor resulta flagrantemente anticonstitucional y, por ende, técnicamente está en paz la República; esto es así mientras no se decrete la guerra o la campaña militar con suspensión de garantías individuales, mediante permiso del Congreso de la Unión y con el aval de todos y cada uno de los miembros del gabinete presidencial, incluido el procurador general de la República; por tanto, el jefe del Poder Ejecutivo, gobernante vestido de verde olivo con todo y sus cinco estrellitas en la frente, lisa y llanamente viola los derechos de los individuos gobernados, atacados en esa acción de naturaleza militar e inconstitucional, en relación con lo previsto por los artículos 1°, 10, 14 párrafo segundo, 16 párrafo primero, 17, 18, 19, 29 y 129 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, cuyos textos recomiendo tener presentes, para constatar esa flagrante violación a la Carta Magna y para que los abordes en tu análisis siguiente...”
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